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El pasado 19 de mayo de 2026 la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Supremo dictó la Sentencia 620/2026, por la que se declara 
la nulidad parcial del Real Decreto 1312/2024, norma que regula el procedimiento de 
Registro Único de Arrendamientos y la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos para 
la recogida e intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de alojamientos 
de corta duración. 
 
El Tribunal Supremo considera que el Estado carece de competencia para imponer el 
sistema estatal de Registro Único de Arrendamientos regulado en el Real Decreto, al 
entender que la norma excedía el ámbito competencial estatal al configurar un sistema 
obligatorio de inscripción y control previo vinculado a la comercialización de alojamientos 
de corta duración. En particular, la Sala entiende que el Estado no puede atribuir al 
Registro de la Propiedad o al Registro de Bienes Muebles funciones propias de 
un registro administrativo habilitante para el ejercicio de actividades vinculadas 
al alojamiento turístico o al alquiler de corta duración, anulando por ello los 
preceptos relativos a la obligación de inscripción, obtención de número de registro, 
verificación y control registral de los alojamientos destinados a esta actividad. 
 
Con esta argumentación, la sentencia anula el artículo 5 del Real Decreto 1312/2024, 
relativo a las obligaciones de las personas arrendadoras; el artículo 8, referido al 
procedimiento de Registro Único de Arrendamientos; el artículo 9, relativo al 
procedimiento de inscripción y solicitud de número de registro; y el artículo 10, 
relativo a la verificación, suspensión y retirada del número de registro. Asimismo, 
quedan anuladas las referencias asociadas a este sistema contenidas en otros 
preceptos de la norma. 
 
La sentencia tiene especial relevancia para los operadores que venían siendo 
considerados incluidos dentro del ámbito de aplicación del sistema estatal de 
registro obligatorio previsto en el Real Decreto 1312/2024, entre ellos explotadores 
de viviendas de uso turístico y, conforme a la interpretación que se venía realizando de 
la norma, por algunas administraciones e incluso por las propias plataformas digitales, 
también para los apartamentos turísticos. 
La consecuencia práctica más relevante es que desaparece la obligación estatal de 
obtener un número de registro para poder ofertar alojamientos de corta duración 
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a través de plataformas online, así como las obligaciones vinculadas a su 
mantenimiento, actualización, verificación o eventual suspensión. 
 
De igual forma, desaparecen las obligaciones que el Real Decreto 1312/2024 imponía 
directamente a las personas arrendadoras o explotadoras en relación con dicho sistema 
registral estatal, incluyendo la obligación de inscripción previa, la aportación de 
determinada documentación ante el Registro de la Propiedad o de Bienes 
Muebles, la actualización de la información registral, y la obligación de comunicar 
y mantener activo el número de registro estatal para la comercialización del 
alojamiento en plataformas digitales. 
 
No obstante, la sentencia no anula la totalidad del Real Decreto 1312/2024. En 
particular, permanecen vigentes las previsiones relativas a la Ventanilla Única 
Digital de Arrendamientos y aquellas obligaciones impuestas a las plataformas 
online en materia de transmisión y comunicación de datos. Esta circunstancia 
genera un escenario en el que deberá verificarse cómo se articulará en la práctica 
el cumplimiento de dichas obligaciones por parte de las plataformas digitales, 
teniendo en cuenta que desaparece el sistema estatal de inscripción, obtención y 
validación del número de registro sobre el que se apoyaba el modelo inicialmente 
diseñado por la norma. 
 
Por lo que se refiere a las consecuencias derivadas de la anulación de estos preceptos, 
debe destacarse que la sentencia altera de forma sustancial el modelo de control 
diseñado por el Real Decreto 1312/2024 para la comercialización de alojamientos 
de corta duración a través de plataformas digitales. El sistema previsto por la norma 
estatal configuraba un mecanismo preventivo de acceso al mercado basado en la 
validación previa de los alojamientos antes de su publicación en internet. 
 
La obligación de obtener el número de registro estatal en el Registro de la 
Propiedad como requisito previo y necesario para la comercialización del alojamiento 
(ahora anulada) obligaba a las plataformas digitales a verificar previamente la 
existencia y validez de dicho identificador, bajo riesgo de incurrir en infracción. 
En la práctica, ello suponía que sin número de registro no podía producirse la 
publicación del alojamiento en la plataforma correspondiente, y además se sancionaba 
a la plataforma en caso de mantener el alojamiento que no había obtenido el número de 
registro estatal. 
 
Con la anulación de este sistema, y pese a que permanecen vigentes las obligaciones 
de información, comunicación y transmisión de datos por parte de las plataformas 
digitales, el control de los alojamientos de corta duración vuelve a descansar 
esencialmente en modelos reactivos o “a posteriori”. Ello implica que la actuación 
administrativa dependerá nuevamente de la capacidad de detección de posibles 
incumplimientos por parte de las autoridades competentes y de la posterior 
comunicación o requerimiento dirigido a cada plataforma concreta para la retirada del 
anuncio correspondiente. 
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Esta circunstancia resulta especialmente relevante si se tiene en cuenta que el 
funcionamiento práctico de estas obligaciones de control e intercambio de 
información dependerá, en gran medida, de los mecanismos autonómicos de 
supervisión y de los distintos registros turísticos existentes en cada comunidad 
autónoma, los cuales presentan importantes diferencias tanto desde el punto de vista 
regulatorio como operativo. 
 
En este contexto, la subsistencia de las obligaciones de información y 
comunicación de datos por parte de las plataformas digitales obligará 
previsiblemente a reconfigurar los mecanismos de coordinación e intercambio de 
información entre plataformas, administraciones competentes y sistemas 
autonómicos de control, dado que desaparece el principal elemento estatal de validación 
previa sobre el que se había construido el funcionamiento inicial del modelo previsto por 
el Real Decreto 1312/2024. 
 
En consecuencia, la sentencia del Tribunal Supremo no supone únicamente la 
anulación formal de determinados preceptos del Real Decreto 1312/2024, sino que 
afecta directamente al modelo operativo sobre el que se había construido el 
sistema estatal de supervisión de los alojamientos de corta duración 
comercializados en plataformas digitales. La desaparición del mecanismo estatal de 
validación previa y de obtención obligatoria del número de registro modifica 
sustancialmente el esquema de control inicialmente previsto, trasladando nuevamente 
el peso principal de la supervisión hacia los sistemas autonómicos de inspección, control 
y reacción frente a posibles incumplimientos detectados una vez publicados los 
anuncios en internet. 
  
Para cualquier duda al respecto de este asunto o para la gestión de las pertinentes 
reclamaciones quedamos a su entera disposición. 
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